
El análisis coste-beneficio
¿Qué es, y cuál rol desempeña en el desarrollo 
de reglamentos de la PHMSA? 

Emprendiendo un ACB, requiere identificar y valorar los costes 
y beneficios de una acción dada, para determinar si la acción 
propuesta es una manera eficiente en cuanto al coste, para lograr 
los beneficios. No requiere mucho análisis, darse cuenta que los 
valores uno pone en dos entradas – los costes de la acción y los 
beneficios de la acción – pueden ejercer una fuerte influencia 
en los resultados de un ACB. El ACB funciona más eficazmente, 
cuando los costes y beneficios de una acción pueden ser fácil-
mente identificados y monetizados. Pero no es tan nítido o fácil, 
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Sabemos lo que Ud. se está preguntando: ¿Por qué diablos han dedi-

cado un informe entero a los análisis coste-beneficio? Son ejercicios 
aburridos de números que es mejor que sean tratados por los contadores y 
actuarios, ¿no? ¿Qué tiene eso que ver con la seguridad de las tuberías? 
Resulta que antes de que la PHMSA puede aprobar, o aún proponer, un 
reglamento nuevo sobre la seguridad de tuberías, el reglamento propuesto 
debe ser sometido a un análisis coste-beneficio (ACB) bastante único.

A continuación, algunas cosas que esperamos que Ud. se preguntará, tras leer 

este informe:  

•  ¿Cuáles datos utiliza la PHMSA, para desarrollar los análisis coste-beneficio requeridos?
•  ¿Son fiables? ¿Son parciales?  
•  Cuando hay tantos aspectos de la seguridad de las tuberías que los operadores no están 

obligados a reportar, ¿cómo puede determinar la PHMSA cuáles son los verdaderos posibles 
beneficios de un reglamento nuevo?

•  ¿Cómo es, que cuando la PHMSA calcula los beneficios de los reglamentos propuestos, no 
solo asigna un valor en dólares para la vida de una persona salvada por el reglamento, sino 
que asume que el valor de dicha vida humana que será salvada por dicho reglamento dismi-
nuirá a lo largo del tiempo?

•  ¿Cómo decide la PHMSA cuáles cálculos de costes debe utilizar?

“Las cifras a menudo me hechi-
zan, particularmente cuando los 
tengo que arreglar yo mismo; en 
cuyo caso, el comentario atribuido 
a Disraeli, a menudo aplicaría con 
justicia y fuerza: ‘Hay tres tipos 
de mentiras: mentiras, malditas 
mentiras y estadísticas’”.
- Mark TwainLas cifras a menudo me 

hechizan, particularmente 
cuando los tengo que arreglar 
yo mismo; en cuyo caso, el 
comentario atribuido a Dis-
raeli, a menudo aplicaría con 
justicia y fuerza: ‘Hay tres 
tipos de mentiras: mentiras, 
malditas mentiras y estadísti-
cas’  - Mark Twain

cuando uno intenta valorar los factores ambientales de salud y de 
seguridad, como en el campo de la seguridad de las tuberías. La 
valoración económica de un(a) niño(a) saludable, de un río limpio 
o de un vecindario seguro, son difíciles de emprender. Cuando uno 
complica el análisis aún más, entendiendo que debe también con-
siderar la probabilidad de ciertos tipos de fracasos de tuberías en 
ciertos lugares, o en ciertos tipos de clima, y con el entendimiento 
de que dichas probabilidades deben ser calculadas basado en lo 
que a menudo son datos incompletos o no verificados, el proceso 
se pone rápidamente muy complicado. 
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El marco estatutario

Los estatutos federales en materia de seguridad de tuberías, requieren que el/la Secretario(a) de Transporte emprenda una evaluación 
de riesgo, incluyendo un ACB, antes de promulgar cualquier regla de seguridad de tuberías, incluso aquellas identificadas como “normas 
mínimas de seguridad”. 49 U.S.C. § 60102. El/la Secretario(a) de Transporte puede emitir reglamentos, solo “si están basados en una 
determinación razonada, que los beneficios de la norma deseada, justifican los costes”. Hay tres excepciones estatutarios al ACB: 1) la 
reglamentación negociada, u otra reglamentación, incluso la adopción de las normas de la industria que no reciben ningún comentario 
adverso significativo dentro de un plazo de 60 días; 2) basado en una recomendación de ¾ del/los Comité(s) de Normas Técnicas o 3) 
conforme a la excepción general de “causa buena” en APA (5 U.S.C. § 553(b)(3)(B)). 49 U.S.C. § 60102 (b)(6). Este requisito de contar 
con un ACB, fue incorporado en los estatutos de seguridad de tuberías en el proyecto de ley de 1996 para la reautorización, durante el pe-
riodo cuando el “Contrato con América” del Presidente de la Cámara de Representantes Gingrich insistió en que todo reglamento debería 
estar sujeto a un ACB.

Normalmente no hacemos esto en nuestros informes, pero he aquí el texto de la parte relevante de los estatutos sobre la seguridad de 
tuberías (las disposiciones en rojo, son algunas de las cuales discutiremos en más detalle a continuación):

49 U.S.C. § 60102(b)* * *
(2) Factores que deben ser considerados – Cuando se 
prescribe alguna norma bajo esta sección, o sección 60101(b), 
60103, 60108, 60109, 60110 o 60113, el/la Secretario(a) conside-
rará—

(A) lo siguiente, que es relevante y disponible—
(i) información sobre la seguridad de los gasoductos;
(ii) información sobre la seguridad de las tuberías de líqui-

dos peligrosos e
(iii) información ambiental;

(B) la idoneidad de la norma, para el tipo particular del trans-
porte o para la instalación de la tubería;

(C) la razonabilidad de la norma;
(D) basado en una evaluación de riesgo, los beneficios ra-

zonablemente identificables o calculados, que se espera 
resultarán de la implementación o del cumplimiento de la 
norma;

(E) basado en una evaluación de riesgo, los costes razonable-
mente identificables o calculados, que se espera resulta-
rán de la implementación o del cumplimiento de la norma;

(F) los comentarios e información recibidos del público y
(G) los comentarios y recomendaciones del Comité de Normas 

Técnicas de Seguridad de Tuberías, el Comité de Normas 
Técnicas de Seguridad de Tuberías de Líquidos Peligrosos, o 
ambos, según sea el caso.     

(3) Evaluación de riesgos—En la realización de la eva-

luación de riesgos mencionadas en los subpárrafos (D) 

y (E) del párrafo (2), el/la Secretario(a)—
(A) identificará las opciones normativas y no normativas 

que el/la Secretario(a) consideró al prescribir la norma 
propuesta;  

(B) identificará los costes y beneficios asociados con la norma 
propuesta; 

(C) incluirá—

(i) una explicación de las razones por haber elegido la 
norma propuesta en lugar de las otras opciones identi-
ficadas y 

(ii) con respecto a cada una de esas otras opciones, una 
breve explicación de las razones que el/la Secretario(a) 
no eligió la opción e   

(D) identificará los datos técnicos u otra información en los 
cuales está basada la información de la evaluación de 
riesgos y la norma propuesta. 

(4) Revisión—
(A) En general—El/la Secretario(a) —

(i) presentará toda información de riesgos preparade bajo 
el párrafo (3) de esta subsección, al Comité de Nor-
mas Técnicas de Seguridad de Tuberías, al Comité de 
Normas Técnicas de Seguridad de Tuberías de Líquidos 
Peligrosos, o a ambos, según sea el caso y     

(ii) asegurará que la información sobre la evaluación de 
riesgos está disponible para el público en general. 

(B) Paneles de revisión por pares—Los comités mencionados 
en el subpárrafo (A) servirán como paneles de revisión por 
pares, para revisar la información de la evaluación de ries-
gos preparada bajo esta sección.  No más tarde que 90 días 
después de haber recibido la información de la evaluación de 
riesgos para revisar, conforme al subpárrafo (A), cada comité 
que recibe dicha información de la evaluación de riesgos 
preparará y presentará al/la Secretario(a) un informe que 
incluye—

(i) una evaluación del mérito de los datos y de los métodos 
utilizados y 

(ii) cualesquiera opciones recomendadas relacionadas con 
dicha información de la evaluación de riesgos y con 
la norma asociada, que el comité determina que son 
apropiadas.      

(C) Revisión por el/la Secretario(a)—No más tarde que 90 
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días después de haber recibido un informe presentado por un 
comité, bajo el subpárrafo (B), el/la Secretario(a)—

(i) revisará el informe;
(ii) proporcionará una respuesta por escrito al comité que 

es el autor del informe, relativo a todo comentario y 
alternativa recomendada significativo(a) proveniente 
de la revisión por pares, contenido(a) en el informe y   

(iii) podrá revisar la evaluación de riesgos y la norma pro-
puesta, antes de promulgar la norma final.

(5) La toma de decisión secretarial.—Excepto donde de 
otra manera se requiere bajo estatuto, el/la Secretario(a) pro-
pondrá o emitirá una norma bajo este capítulo, 1 solamente tras 
una determinación razonada que los beneficios, incluso los be-
neficios en materia de seguridad y medio ambiente, de la norma 
deseada justifican sus costes.

(6) Excepciones de aplicación.—Los requisitos bajo los 
subpárrafos (D) y (E) del párrafo (2) no aplican cuando—

(A) la norma es el producto de una reglamentación negocia-
da, u otra reglamentación, incluso la adopción de normas 
de la industria que no reciben ningún comentario adverso 
dentro de los 60 días de aviso del Registro Federalr;

(B) está basado en una recomendación (en la cual tres 
cuartos de los miembros que votan están de acuerdo) del 
Comité de Normas Técnicas de Seguridad de Tuberías, del 
Comité de Normas Técnicas de Seguridad de Tuberías de 
Líquidos Peligrosos, o de ambos, según sea el caso, cuyos 
requisitos el/la Secretario(a) renuncia o 

(C) el/la Secretario(a) haya, conforme a la sección 553(b)(3)
(B) del título 5 del Código de Estados Unidos, que no se 
requieren ni un aviso ni un procedimiento público.

Orden Ejecutiva requiere análisis  
coste-beneficio de reglas  
“significativas”
Además de este requisito estatutario, la PHMSA también debe 
emprender una especie de ACB, cuando propone una regla “signi-
ficativa”. Bajo la Orden Ejecutiva 12866 emitida por el Presidente 
Clinton, la Oficina Federal de Información y Asuntos Reglamenta-
rios (OIRA, por sus siglas en inglés) es responsable de determinar 
cuáles acciones reglamentarias de las agencias son “significati-
vas”, y que a su vez están sujetas a una revisión interagencial. La 
Orden Ejecutiva, define las acciones reglamentarias significativas 
como aquellas que: 
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1 Tienen un efecto anual en la economía de US$100 millones 
o más, o afectan adversamente, de manera material, a la 
economía, a un sector de la economía, a la productividad, a 
la competición, a los empleos, al medio ambiente, a la salud 
o seguridad pública, a los Gobiernos estatales, locales o 
tribales o a comunidades;

2 Crean una profunda contradicción, o de otra manera inter-
fieren con una acción tomada por una agencia o que una 
agencia tiene planeada tomar; 

3 Cambian materialmente el impacto presupuestario de 
derechos subsidiados, subvenciones, cargos del usuario o 
programas de préstamos, o los derechos y obligaciones de 
los(as) destinatarios(as) de estos; o

4 Plantean asuntos legales o de política novedosos, que 
emergen de los mandatos legales, de las prioridades del 
Presidente o de los principios establecidos en esta Orden 
Ejecutiva.

La Orden Ejecutiva, requiere que las acciones reglamentarias 
significativas sean revisadas por la OIRA (en inglés), antes de 
ser publicadas en el Registro Federal, o de otra manera emitidas 
al público. La Orden Ejecutiva, además requiere que las agencias 
proporcionen una explicación de la necesidad de la acción regla-
mentaria, y una evaluación de los posibles costes y beneficios. La 
OIRA, generalmente designa como significativas, entre 500 y 700 
acciones reglamentarias cada año. Aquellos reglamentos que han 
sido determinados económicamente significativos – típicamente 
los que tienen un impacto económico de > $100 millones – re-
quieren un análisis un poco más detallado de los costes, benefi-
cios y alternativas.

El Presidente Obama, en la Orden Ejecutiva 13563, expandió la or-
den del Presidente Clinton, ordenando a las agencias a emprender 
revisiones retrospectivas regulares de los reglamentos actuales, 
para determinar su necesidad y rentabilidad actuales. El Presiden-
te Trump expidió cinco Órdenes Ejecutivas, que de ciertas maneras 
redujeron, y de otras maneras expandieron, las Órdenes Ejecutivas 
previas sobre coste-beneficio. El Presidente Biden anuló esas 
cinco Órdenes Ejecutivas de Trump.
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La implementación del requisito de 
realizar un ACB

Entonces, el/la Secretario(a) debe emprender un ACB antes de 
emitir cualquier reglamento, y dicho análisis debe cumplir con los 
requisitos de la OIRA para las propuestas económicamente signi-
ficativas. El ACB y los reglamentos deben ser presentados ante el/
los Comité(s) de Seguridad Técnica de la PHMSA para ser revisa-
dos, además de los plazos normales para publicación y comenta-
rios. El/la Secretario(a) entonces debe hacer una “determinación 
razonada, que los beneficios, incluyendo los beneficios de segu-
ridad y ambientales, de la norma deseada justifican sus costes”. 
Eso sí que parece que podría ser un veto de los reglamentos caros 
de seguridad. ¿Pero es así, como funciona en la práctica?

No hay muchos estatutos federales en materia de salud, seguri-
dad y medio ambiente, que requieren un ACB. De hecho, más de 
20 prohíben el uso de un ACB, y en vez de eso requieren el uso de 
normas basadas en la tecnología (como en la Ley de Aire Lim-
pio), normas basadas en los efectos (como en la Ley de Especies 
en Peligro de Extinción) o normas equilibradas multifactoriales. 
Solo hay dos estatutos en materia de salud, seguridad y medio 
ambiente que requieren un ACB, y el programa de seguridad de 
tuberías es uno de ellos. He aquí un enlace (en inglés) para una 
tabla preparada por el Center for Progressive Reform [Centro para 
la Reforma Progresista], que muestra los más de 20 estatutos y 
las normas que se utilizan para cada uno.   

Marco adoptado en 1999

Después de que el estatuto fue cambiado en 1996 para incorporar 
el requisito de un ACB, la PHMSA emprendió el establecimiento 
de una especie de protocolo de cómo completar los análisis de 
la PHMSA/OPS. Véase A Collaborative Framework for Office of 
Pipeline Safety Cost-Benefit Analyses [Un marco colaborativo 
para los análisis coste-beneficio de la Oficina de Seguridad de 
Tuberías] (en inglés). Dicho sea en su honor, una de las metas de 
la agencia, era “describir los conceptos y principios de los análisis 
coste-beneficio, para ser fácilmente entendibles para las partes 
interesadas quienes no son economistas”, y eso a su vez significa-
ba, que el marco debía ser entendible para las personas no exper-
tas también. Los 14 Principios Rectores (páginas 4-5) del Marco, 
detallan un proceso loable que incluye a la industria y a las partes 
interesadas, utilizando los métodos económicos de mejores prác-
ticas y descripciones explícitas de toda incertidumbre y supuesto, 
etc. Dicho eso, hay muchísimo espacio para opiniones y cálculos, 
y por lo tanto espacio para jugarretas, en un ACB, y los resultados 
pueden ser fuertemente afectados por pequeñas diferencias ele-
gidas en ciertos datos: una tasa de descuento (el valor de un dólar 

hoy vale más que un dólar en 20 años); el valor en dólares de una 
vida humana hipotética que se salva; el cálculo de los beneficios 
que se obtendrán debido a la imposición de un reglamento espe-
cífico; el coste de realizar el mantenimiento o de evaluar tareas en 
un reglamento propuesto, etc. Cada una de esas decisiones, debe 
ser basada en una serie de datos precisos, fiables e imparciales, 
debido a que el resultado del ACB, y por ende la habilidad del/la 
Secretario(a) de emitir un reglamento, está en debate.

Algunos ejemplos: El plazo en que se monetizan los costes y 
beneficios, puede tener un efecto grande en el resultado. Los 
resultados serían muy distintos, si los beneficios de una tarea que 
fue muy cara durante el primer par de años, fuesen calculados a lo 
largo de un periodo largo, en vez de un periodo corto, y viceversa. 
La tasa de descuento, puede cambiar dramáticamente el resul-
tado: con más alta la tasa de descuento, más bajo será el valor de 
los beneficios futuros.

Si la PHMSA emprende una expansión de los requisitos para las 
pruebas hidrostáticas de los gasoductos más viejos (antes de 1970), 
como la NTSB recomendó en el informe de San Bruno, el resultado 
del ACB podría variar ampliamente, dependiendo del cálculo del coste 
que elige usar. Por ejemplo, he aquí algunos costes proyectados de 
las pruebas hidrostáticas de una milla de tubería, provenientes de 
documentos públicos: 

•	 La proyección original de la PHMSA de $5.274/milla en su 
aviso de reglamentación propuesta al principio de la década 
del 2000, antes de adoptar la regla original de la gestión de 
integridad de gas 

•	 $30.000-40.000/milla eran los cálculos de la industria, en 
respuesta a dicha regla propuesta 

•	 El cálculo declarado públicamente por PG&E, era de más de 
$500.000 por milla

•	 La División de Defensores de Contribuyentes de PUC California 
declaró una gama para toda la industria de entre $58.000 y 
$124.000 por milla para la transmisión interestatal, y en-
tre $250.000 y $500.000 para las tuberías de transmisión 
intraestatales.

Como se puede ver, el número que elige la PHMSA, y el proceso 
que emplea para escoger dicho número, rápidamente se vuelven 
muy importantes.
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Más lectura
Sara Gosman, Justifying Safety: The Paradox of Rationality, 9 Temp. L. Rev. 155 (2018) https://

papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2956022 (en inglés). 

Conclusión

Los análisis coste-beneficio, no tienen que ser mentiras, ni tam-
poco malditas mentiras. Habrá argumentos sobre su uso en el 
campo reglamentario por mucho tiempo, particularmente cuando 
hay cuestiones de salud, seguridad y medio ambiente. Pero aún 
dejando a un lado los argumentos prácticos, legales y éticos sobre 
si se toman en cuenta apropiadamente en los reglamentos de sa-
lud y seguridad, si serán utilizados, deben estar basados en datos 
fiables e imparciales. En situaciones en que se hacen cálculos y 
suposiciones, deben ser explícitos y justificados, como se requiere 
bajo el informe del Marco de la PHMSA.

Cuando Ud. revisa las reglas propuestas por la PHMSA, debe 
poner atención especial en dichos análisis y las revisiones del 
comité. Debe analizar si la PHMSA está a la altura de los Principios 
Rectores del Marco. Los datos y explicaciones importan, porque los 
resultados importan.
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El rol de los Comités Asesores  
Técnicos

Bajo el estatuto, las reglas propuestas y las evaluaciones de riesgo 
que se realizan de ellas, deben ser presentadas al Comité Asesor 
Técnico relevante (uno para gas, otro para líquidos). Las evalu-
aciones de riesgo, además deben estar disponibles al público. 
Los Comités, deben revisar las reglas propuestas y comentar 
sobre ellas, y deben revisar las evaluaciones de riesgo realizadas y 
“preparar y presentar al/la Secretario(a) un informe que incluye—

(i) una evaluación del mérito de los datos y métodos utilizados 
y

(ii) cualesquiera opciones recomendadas, relacionadas a 
dicha información sobre la evaluación de riesgo y la norma 
asociada, que el comité determina que son apropiadas.”

La composición de los comités, está establecida por el estatuto: 
cada uno cuenta con 15 miembros, cinco del Gobierno, cinco de 
la industria y cinco del público. Además, hay ciertas destrezas 
específicas que ciertos miembros del comité deben tener. Véase 
49 U.S.C. § 60115 (en inglés). La PHMSA publica la lista y bi-
ografías de los miembros de los comités aquí. Típicamente, las 
evaluaciones de riesgo, incluyendo los análisis coste-beneficio, 
son publicadas con las reglas propuestas.

Creíble.
Independiente.
En aras del interés público.

pstrust.org

Escanee para 
acceder a la 
versión digital 
que incluye 
enlaces
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